[image: image2.jpg]PROCURADURIA
GENERALDE L ACO





                                          Procurador General
[image: image1.jpg]PROCURADURIA
GENERALDE L ACO





                                          Procurador General

Concepto No. 4983 


Bogotá, D.C., 8 de julio de 2010
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 15 de la Ley 418 de 1997, modificado por el artículo 6 de la Ley 782 de 2002, y el artículo 49 de la Ley 418 de 1997.


Actores: Doria Yanette Bautista Montañez, Luz María Sánchez Duque, Rodrigo Uprimny Yepes y Nelson Camilo Sánchez León.



Magistrado Ponente: Dr. Juan Carlos Henao Pérez.



Expediente No. D-8119



Concepto No. 4983
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2o., y 278, numeral 5o., de la Constitución Política, procedo a rendir concepto sobre la demanda instaurada por los ciudadanos DORIA YANETTE BAUTISTA MONTAÑEZ, LUZ MARÍA SÁNCHEZ DUQUE, RODRIGO UPRIMNY YEPES Y NELSON CAMILO SÁNCHEZ LEÓN, quienes en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6o., y 242, numeral 1o., de la Carta, solicitan a la Corte que declare la inconstitucionalidad del artículo 15 de la Ley 418 de 1997, modificado por el artículo 6 de la Ley 782 de 2002, y del artículo 49 de la Ley 418 de 1997, disposiciones que a continuación se transcriben:
“LEY 418 DE 2000
(diciembre 26) 

Diario Oficial No. 43.201 de 26 de diciembre de 1997

Por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras disposiciones

ARTÍCULO 15. <Artículo modificado por el artículo 6 de la Ley 782 de 2002. El nuevo texto es el siguiente:> Para los efectos de esta ley, se entiende por víctimas de la violencia política, aquellas personas de la población civil que sufran perjuicios en su vida, o grave deterioro en su integridad personal o en sus bienes, por razón de atentados terroristas, combates, secuestros, ataques y masacres en el marco del conflicto armado interno. Son víctimas los desplazados en los términos del artículo 1o. de la Ley 387 de 1997.

Así mismo, se entiende por víctima de la violencia política toda persona menor de edad que tome parte en las hostilidades.

ARTÍCULO 49. Quienes sufran perjuicios por causa de homicidios u otros atentados o agresiones contra la vida, la integridad física, la seguridad o la libertad personales, cometidos por móviles ideológicos o políticos, o sean objetos de amenazas referentes a la comisión de atentados o agresiones de esta naturaleza, serán beneficiados por una ayuda humanitaria de emergencia, tendiente a mitigar o a impedir la agravación o la extensión de los efectos de los mismos. 
La mencionada ayuda humanitaria será otorgada por la Red de Solidaridad Social con cargo al monto del rubro específico que anualmente se asignará al efecto en el Presupuesto General de la Nación y hasta por el importe total de dicho rubro. 

1.  Planteamientos de la demanda.  

Los actores consideran que las disposiciones impugnadas vulneran los artículos 2, 13, 93 y 95 de la Carta, los artículos 2, 3 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, los artículos 1, 2 y 24 de la Convención Americana de Derechos Humanos, por las siguientes razones: i) se incurre en una omisión legislativa relativa, al no incluir de manera expresa  a los desaparecidos y a sus familiares dentro de las víctimas de la violencia política; ii) a pesar de que se alude a las víctimas como aquellas personas que sufren perjuicios por causa de homicidios y de otros atentados contra la integridad física, la seguridad y la libertad personal, no se incluye, de manera efectiva, a los desparecidos y a sus familiares; iii) al no incluir a estas personas dentro de las víctimas, pese a encontrarse en una situación similar a la de las personas que sí están incluidas, se produce una exclusión injustificada; iv) esta exclusión genera una desigualdad negativa para los excluidos, al reforzar la invisibilización histórica de la que padecen, al privarlos de la atención humanitaria que les corresponde y al relegarlos de las medidas de reparación; v) la exclusión implica incumplir los deberes constitucionales del Legislador y discriminar en el trato, en especial en materia de atención humanitaria, a los desaparecidos y a sus familiares, lo cual vulnera la Carta y varios tratados internacionales sobre derechos humanos, ratificados por Colombia, a la luz de los cuales este crimen es de extrema gravedad.
Con base en los anteriores argumentos, los actores solicitan que se profiera una sentencia integradora, para llenar el vacío de la ley, al establecer de manera expresa que los desaparecidos y sus familiares también son víctimas de la violencia política, con las consecuencias que de ello se siguen. 
2.  Problema jurídico.
Corresponde establecer si existe una omisión legislativa relativa en los artículos 15, modificado por el artículo 6 de la Ley 782 de 2002, y 49 de la Ley 418 de 1997, al no incluir dentro de las víctimas de la violencia política a los desaparecidos y a sus familiares. 

3. Alcance de la noción de víctima de la violencia política. 
La demanda parte del presupuesto de que las normas acusadas, al definir quienes son víctimas de la violencia política, omite incluir en la definición a los desaparecidos y a sus familiares. Esta visión de las cosas tiene un grave inconveniente: omitir la Ley 975 de 2005. Esta ley, que en principio parecería no tener relación con el asunto en estudio, es relevante y crucial, y debe integrarse en una interpretación sistemática de las normas acusadas, como pasa a verse.  

El objeto de la Ley 975 de 2005, al tenor de su artículo 1º, es facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual y colectiva a la vida civil de los miembros de grupos armados al margen de la ley, de los que trata la Ley 782 de 2002, que a su vez reforma la Ley 418 de 1997, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. Existe, sin lugar a duda, una clara relación entre estas normas, en especial en cuanto atañe a la protección de las víctimas. Así lo ha puesto de presente la propia Corte, como se verá un poco más adelante.  

Las normas acusadas deben leerse a la luz de la Ley 975 de 2005, cuyo artículo 5º redefine la noción de víctima de la violencia política en los siguientes términos:
“Artículo 5º. Definición de víctima. Para los efectos de la presente ley se entiende por víctima la persona que individual o colectivamente haya sufrido daños directos tales como lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan transgredido la legislación penal, realizados por grupos armados organizados al margen de la ley. 

También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera permanente, y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida.

La condición de víctima se adquiere con independencia de que se identifique, aprehenda procese o condene al autor de la conducta punible y sin consideración a la relación familiar existente entre el autor y la víctima.
Igualmente se considerarán como víctimas a los miembros de la Fuerza Pública que hayan sufrido lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual o auditiva), o menoscabo de sus derechos fundamentales, como consecuencia de las acciones de algún integrante o miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley.

Igualmente, se tendrán como víctimas al cónyuge, compañero o compañera permanente y familiares en primer grado de consanguinidad, de los miembros de la fuerza pública que hayan perdido la vida en desarrollo de actos del servicio, en relación con el mismo, o fuera de él, como consecuencia de los actos ejecutados por algún integrante o miembros de los grupos organizados al margen de la ley.” (Subrayas y negrillas agregadas).
El artículo precedente modifica el concepto de víctima de la violencia política, para incluir dentro de su amplio espectro, entre otras personas, a los desaparecidos y a sus familiares, de manera expresa, clara e incuestionable. A la luz de esta nueva definición, no es posible predicar una supuesta omisión legislativa relativa de las normas acusadas, pues por su unidad temática, es necesario interpretar unas y otra de manera sistemática. 
Esta conclusión se refuerza al estudiar las sentencias de la Corte, en especial la Sentencia C-370 de 2006, en la cual se precisa y se amplía, aún más, el concepto de víctima, de la siguiente manera:
“6.2.4.2.5. Para analizar este cargo específico no es posible juzgar aisladamente las expresiones acusadas. En efecto, estas se inscriben en incisos en los cuales se enuncian elementos atinentes a la definición de víctima, elementos que rebasan el del parentesco. El cabal entendimiento de lo acusado exige hacer una integración normativa con todo el inciso correspondiente, es decir, los incisos 2 y 5 del artículo 5.
(…)
“6.2.4.2.8. Ahora bien, el derecho internacional de los derechos humanos reconoce que los familiares de las personas víctimas de violaciones a los derechos humanos como por ejemplo, del delito de desaparición forzada, tienen derecho a ser consideradas víctimas para todos los efectos legales, constitucionales y convencionales. Adicionalmente, el Protocolo I reconoce el "derecho que asiste a las familias de conocer la suerte de sus miembros"
, lo cual no está referido únicamente a la posibilidad de obtener una indemnización económica
. Así mismo, el artículo 79 del Estatuto de la Corte Penal Internacional establece: “Por decisión de la Asamblea de los Estados Partes se establecerá un fondo fiduciario en beneficio de las víctimas de delitos de la competencia de la Corte y de sus familias”. 
(…)
6.2.4.2.16. En consecuencia, la Corte procederá a declarar exequibles, por los cargos examinados, los incisos  segundo y quinto del artículo 5º, en el entendido que la presunción allí establecida no excluye como víctima a otros familiares que hubieren sufrido un daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal cometida por miembros de grupos armados al margen de la ley. Adicionalmente, procederá a declarar exequible la expresión “en primer grado de consaguinidad de conformidad con el Presupuesto del Fondo para la reparación de las víctimas”, contenida en el artículo 47, sin perjuicio de analizar otro cargo sobre este mismo artículo con posterioridad (aparte 6.2.4.3.3.), en el entendido que no excluye como víctima a otros familiares que hubieren sufrido un daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal cometida por miembros de grupos armados al margen de la ley. Finalmente, declarará la exequibilidad de la expresión “en primer grado de consaguinidad” del numeral 49.3,  en el entendido que no excluye como víctima a otros familiares que hubieren sufrido un daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal cometido por miembros de grupos armados al margen de la ley.”
El breve repaso anterior aclara que la Ley 975 de 2005, en su artículo 5º, establece una nueva definición de víctima de la violencia política, en la cual sí se incluye a los desaparecidos y a sus familiares; que esta ley debe integrarse a las normas demandadas en una interpretación sistemática; y que la Corte, al estudiar la constitucionalidad del referido artículo, en la Sentencia C-370 de 2006, considera dicha definición exequible, e incluso le da un alcance más amplio. Sobre la base de estas evidencias, es menester afirmar que no existe la omisión legislativa que la demanda señala. Existe, en cambio, otro fenómeno jurídico, el de la derogatoria tácita, que ocurre cuando una disposición posterior regula una misma materia de manera distinta, o cuando ésta es contraria a la disposición anterior, o cuando la nueva norma modifica el contenido de la norma antigua. 
La demanda debe superar, pues, el formidable obstáculo fáctico de la sustracción de materia. La Corte ha dicho, entre otras, en las Sentencias C-397 y C-583 de 1995 y C-1144 de 2000, que la sustracción de materia no implica de manera necesaria un fallo inhibitorio, pues en algunos casos es posible que la norma derogada siga produciendo efectos jurídicos, respecto de los cuales corresponde pronunciarse de fondo. No obstante, este no es el caso, pues la pretensión de los actores es la de que la Corte, por medio de su sentencia, y a partir de la misma, incluya dentro de la definición de víctima de la violencia política a los desaparecidos y a sus familias, lo cual el Legislador ya hizo en el artículo 5º de la Ley 975 de 2006 y la Corte, que en las Sentencias C-319, C- 370, C-455, C-531, C-575, C-650 y C-719 de 2006, C-080 de 2007 y C-029 de 2009, se ocupa de estudiar la constitucionalidad del artículo, también lo hizo, como se ha visto, en la Sentencia C-370 de 2006.    
Al no superar la demanda el obstáculo de la sustracción de materia, y al no producir la norma derogada efectos en la actualidad, para el Ministerio Público se impone la conclusión de que no hay lugar a pronunciarse sobre la constitucionalidad de las normas demandadas, valga decir, se presenta el fenómeno jurídico de inhibición.
4.
Conclusión.
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte declararse INHIBIDA para pronunciarse de fondo en relación con las disposiciones demandada, por carencia actual de objeto.

Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación 
LJMO/AespinosaB
� Ver el artículo 32 del Protocolo Adicional I de 1977 a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949.


� El derecho a saber la verdad en el caso de personas desaparecidas o fallecidas durante el conflicto en la Antigua República de Yugoslavia fue recogido en el Tratado de Paz entre Croacia y Bosnia y Herzegovina, concluido el 21 de noviembre de 1995 en Dayton (Estados Unidos) y firmado en Paris el 14 de diciembre de 1995, en los siguientes términos (traducción no oficial): “2. Los Estados Parte se comprometen a permitir el registro de tumbas y la exhumación de cadáveres de fosas individuales o colectivas que se encuentren en su territorio, así como el acceso de personal autorizado dentro de un período de tiempo definido para la recuperación y evacuación de los cadáveres de militares o civiles muertos con ocasión del conflicto armado y de los prisioneros de guerra fallecidos.” 
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